RÉGIMEN GENERAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

CONVERGENCIA ENTRE EL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS Y EL DERECHO INTERNO DE LOS ESTADOS

La finalización de la II Guerra Mundial condujo a una reacción de la comunidad internacional por instaurar un sistema de protección de los derechos del hombre. En este sentido, la promulgación de la Declaración Americana de Derechos del Hombre
 y meses más tarde de la Declaración Universal de Derechos del Hombre y del Ciudadano el 10 de diciembre de 1948, marcan el inicio de un proceso a través del cual le han seguido gran cantidad de instrumentos internacionales de protección de la persona humana, de naturaleza, ya sea universal como regional. 

Las Declaraciones como actos por medio de los cuales quiénes emiten proclaman su apoyo a principios de gran valor, juzgados como perdurables, se caracterizaron por ser un instrumento con un valor moral, cuyo incumplimiento no generaba responsabilidad internacional a los Estados.

Al respecto, la Asamblea General de las Naciones Unidas utilizó la Declaración Universal como un código o modelo de conducta con el fin de hacer recomendaciones a los Gobiernos e invitarlos para adoptar medidas más específicas. En la resolución denominada “Elementos esenciales para la Paz”,  invitó a todas las naciones, a reconocer la garantía de la dignidad y el valor de la persona humana y la importancia capital que en consecuencia tiene el favorecer la libertad de expresión, la libertad religiosa y el respeto absoluto de todos los otros derechos fundamentales proclamadas en la Declaración Universal.

Proclamadas las primeras declaraciones, se imponía por lo tanto, la necesidad de adoptar tratados internacionales, a través de los cuales las partes se obligaran a respetar los derechos en ellos proclamados y que establecieran al mismo tiempo, garantías para su tutela en caso de incumplimiento.

El proceso de evolución de las "Declaraciones a los Tratados
", supuso la creación de gran cantidad de instrumentos aprobados por los organismos internacionales y ratificados por los Estados, que generaron un cambio en materia de exigibilidad y de responsabilidad en el ámbito internacional, razón por la cual en materia de derecho internacional se puede llegar hablar de una nueva rama dotada de especificidad propia denominada: "El Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDH)." 
El extender a la esfera internacional, el respeto de los derechos humanos, tradicionalmente disciplinado en el derecho interno, significó superar el principio clásico de soberanía, entendido “como el poder supremo sobre los ciudadanos y súbditos, independientemente de las leyes” 
, que comprendió la restricción a las competencias de los Estados, lo que generó la dificultad de excluir el respeto y la defensa de los derechos de los ciudadanos del ámbito de los que pertenecen esencialmente a la jurisdicción interna de los Estados. 
 

En este sentido, la soberanía de los Estados, si bien sigue siendo un principio reconocido por  el orden internacional, que no ha sido desplazado por el fenómeno de creación de las Organizaciones Internacionales, ni por el reconocimiento de la dignidad de la persona y el acceso directo de las víctimas a las instancias internacionales de protección, símbolos de las transformaciones del orden internacional actual, sí ha quedado “erosionada y relativizada por el desarrollo normativo que ha seguido a las disposiciones de la Carta N.U. en materia de derechos humanos, ya que en el derecho internacional contemporáneo, todos los Estados tienen la obligación jurídica, omniun y erga omnes, de respetar los derechos fundamentales de toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción.” 

Por consiguiente, cuando un Estado violenta una obligación de derecho internacional, de respetar los derechos humanos de quien se encuentren bajo su jurisdicción, no podrá sustraerse de su responsabilidad internacional, con el pretexto de que es un asunto esencialmente de su jurisdicción interna (domestic jurisdiction).  
El proceso de internacionalización de los derechos humanos, interesa hoy en día no solo en el ámbito del derecho internacional, sino en el plano de las Constituciones de los Estados, ya que la protección de los derechos de la persona contenida en instrumentos internacionales ha quedado recogida de forma progresiva en los ordenamientos constitucionales. 

En el pasado, la relación entre el derecho internacional y el derecho nacional fue abordada por dos tendencias o escuelas, que presuponían un antagonismo irreconciliable y que difícilmente podrían brindar una respuesta satisfactoria, al tema de la protección de los derechos humanos.

La Teoría Dualista desarrollada por internacionalistas como Anzilotti y Triepel parte de la premisa de que el derecho internacional y el derecho nacional son dos sistemas jurídicos distintos y separados, entre los cuáles no existe relación sistemática y normativa. 
 En virtud de lo anterior, se trataría de dos sistemas jurídicos separados y distintos, debido a que guardan una diferenciación en cuanto al origen de las fuentes, sus normas, contenidos y los destinatarios de ellas.     

Por su parte, la Teoría Monista ha postulado la uniformidad de la jurisdicción internacional y la nacional.
 La misma supone dos tendencias: una que considera el derecho internacional como parte del derecho nacional y da primacía al primero, basado en la fórmula germana de que así como el derecho federal prevalece sobre el estatal, así el derecho internacional prima sobre el estatal, y la otra que reconoce la supremacía del derecho nacional.  

La realidad actual muestra una evolución enfocada hacia una mayor comunicación, integración y armonía entre el derecho internacional y el ordenamiento interno, lo que supone que se encuentran elementos de ambas teorías. En estos términos, se puede afirmar que en el plano internacional, prevalece el principio monista de la primacía del derecho interno. A su vez, en el plano interno, prevalece todavía el concepto dualista de la libertad constitucional de cada Estado; pero existe también, una siempre mayor tendencia a dar una cierta prevalencia al derecho internacional, respecto de la legislación interna ordinaria. 

En virtud de lo expuesto,  la  internacionalización de los derechos humanos y su impacto en el derecho interno de los Estados presuponen cuatro cuestiones básicas: a) La autonomía del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. b) El impacto de los instrumentos internacionales de Derechos Humanos en las Constituciones Políticas,  c) La Obligación Internacional de los Estados de brindar recursos interno eficaces. 

1)  Autonomía del Derecho Internacional de los Derechos Humanos

A partir de la posguerra se ha presenciado un vertiginoso desarrollo de una nueva rama del derecho denominada el Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDH). Este nuevo corpus iuris tuvo su origen con la Declaración Universal de D. H. C., y se ha multiplicado en numerosos tratados, declaraciones, principios y con una cada vez más abundante jurisprudencia de los Tribunales Internacionales. 

A más de medio siglo de su extraordinaria evolución en la búsqueda de una mayor protección de la persona humana, esta rama del derecho internacional, dotada de especificidad propia, no solo creció en la cantidad de instrumentos aprobados por los organismos internacionales y ratificados por los Estados, sino que también se ha extendido a una variada gama más allá de sus orígenes.
  

El ámbito de su autonomía puede ser constatado desde un plano normativo como procesal, los cuales reflejan el impacto de la evolución de la protección de la persona humana, así como su interacción con otros instrumentos de salvaguarda de los derechos humanos, como el Derecho Internacional de los Refugiados y el Derecho Humanitario. 

El plano normativo se refleja en la gran cantidad de instrumentos internacionales que han precedido a la Declaración Universal de 1948, como los Pactos de Naciones Unidas, las tres Convenciones Regionales (Europea, Americana y la Africana) de Derechos Humanos, la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, la Convención  sobre la Eliminación de todas Formas de Discriminación Racial (1965), la Convención sobre la Eliminación de todas Formas de Discriminación contra la Mujer (1979), la Convención sobre la Supresión y la Punición del Crimen Apartheid (1973), por citar algunas de las muchas que se han promulgado en el ámbito universal de Naciones Unidas.

Asimismo, la internacionalización de los derechos humanos en el ámbito universal y regional ha influenciado las constituciones políticas de los Estados, quienes incluso, le han dado un rango superior al de la propia constitución, lo cual supone la “necesaria complementariedad entre las dos aristas del DIDH: la protección internacional de los derechos humanos y su aplicación en el ámbito interno.” 

La autonomía del DIDH, tiene que ser considerada también en un plano procesal, pues la vigencia de un régimen internacional de protección de los derechos humanos depende de la existencia de órganos encargados de controlar la efectividad de la garantía ofrecida a tales derechos. 
 

En el plano internacional, se deben considerar dos tipos de procedimientos de protección internacional de los derechos humanos a saber, los mecanismos convencionales, que se tratan de procedimientos estatuidos en tratados internacionales y los mecanismos extra-convencionales, creados mediante instrumentos jurídicos distintos de los tratados como en los instrumentos constitutivos de una organización internacional o mediante una resolución de un organismo internacional.
  Ambos mecanismos tendrán una mayor o menor eficacia en sus  propósitos, según las competencias que le sean encargadas y los procedimientos que rijan las cuestiones que les pueden ser sometidas. 

Los mecanismos convencionales de protección de los derechos humanos comprenden, principalmente, el sistema de peticiones o denuncias, el cual puede ser accionado por un Estado en contra de otro, o bien, por la supuesta víctima, la cual  puede acudir en forma directa ante la instancia internacional, sin que sea requisito necesario que el Estado denunciado haya ratificado la competencia contenciosa de dicha instancia
 

Entre los procedimientos no contenciosos de protección internacional, se encuentran  diversos tipos tales como los informes periódicos, las relatorías, las investigaciones, las quejas, y las reclamaciones. 

Finalmente, la autonomía del Derecho Internacional de los Derechos Humanos se observa en el trato privilegiado que se le confiere a los tratados internacionales de derechos humanos en la jerarquía normativa interna, la aplicación de la jurisprudencia de los tribunales internacionales por parte de las instancias nacionales, la primacía del derecho en el derecho internacional del DIDH, así como por la convergencia con el Derecho Internacional de los Refugiados y el Derecho Humanitario, pues las tres vertientes tienen el propósito básico de velar por la protección de la persona humana en cualquier circunstancia.
  

2) El Impacto de los Instrumentos de Derechos Humanos en las Constituciones Políticas Recientes.  

En la actualidad, no se justifica que el derecho internacional y el constitucional sean abordados de forma independiente como se hizo en un pasado, pues entre ellos hay una relación de reciprocidad, la cual ha implicado que en los ordenamientos constitucionales de los Estados, se haya ampliado el catálogo de derechos tutelados, lo  que supone un nuevo constitucionalismo, como una abertura hacia la internacionalización de la protección de los derechos humanos. 

En los últimos años, el impacto de los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos ha tenido un efecto que se ha hecho sentir en diferentes constituciones. Lo anterior se encuentra ejemplificado en las Constituciones de Portugal de 1976, en la Española de 1978, en la Alemana con posterioridad a las enmiendas de 1983 y más recientemente en las constituciones de los países de Europa del Este. 
En el proceso de constitucionalización de los derechos humanos, se plantea el problema de la jerarquía que le ha sido asignada a los instrumentos internaciones dentro de las fuentes de derecho interno, aspecto que en última instancia, viene a ser determinado por la propia Constitución. Así, la cuestión de cuál norma prevalece en caso de conflicto entre las reglas del Derecho Internacionales y las de Derecho Interno, es regida por el Derecho Constitucional de cada país.
  

En término generales, las Constituciones Políticas le otorgan a los instrumentos internacionales, cuatro tipos de rango o valor: 1) supraconstitucional; 2) constitucional; 3) supralegal;  y 4) legal.
 

En el sistema de rango supraconstitucional, los tratados internacionales prevalecen aun respecto a la Constitución del propio Estado.
 Como ejemplo de este sistema suele citarse la Constitución de los Países Bajos de 1956, cuyo artículo 63 estableció: “si el desarrollo del orden jurídico lo requiere, un tratado puede derogar las disposiciones de la Constitución.” Dicha Constitución fue modificada en 1983, y en su artículo 94 vigente establece que las normas jurídicas del reino, no serán aplicables, cuando estas sean incompatibles con las disposiciones de un tratado o con las resoluciones internacionales. 
  

En América Latina un claro ejemplo de este sistema lo constituyen las constituciones de Honduras y Guatemala; dispone esta última en su artículo 46 que “los tratados de derechos humanos ratificados por Guatemala tienen preeminencia sobre el derecho interno.” 
  

El sistema de rango constitucional determina que los tratados se equiparan con la misma jerarquía normativa de la Constitución. En otras palabras, los tratados internacionales tienen un rango constitucional, adquiriendo la supremacía y en consecuencia la rigidez propia de la Constitución”.
  

Al respecto, la Constitución Argentina señala en su artículo 75 inciso 22 que los instrumentos de derechos humanos, en ella enumerados, tienen jerarquía constitucional, pudiendo ser denunciados mediante previa aprobación de dos tercios de los miembros del poder Legislativo.
 En el mismo sentido, se pronuncian las Constituciones de Venezuela (art. 23) y República Dominicana.

En el sistema supralegal, las normas de derecho internacional tienen un valor superior a las normas de derecho interno, aunque no pueden modificar la Constitución.
 No es sólo que no las puedan modificar, es que tienen rango infraconstitucional, con lo cual tales instrumentos prevalecen sobre las leyes nacionales. Así, la Constitución de Alemania a partir de la reforma realizada en el año de 1983, señala en su artículo 25 que: “Las reglas generales del Derecho Internacional Público son parte integrante del Derecho Federal. Tienen primacía sobre las leyes  y producen derechos y obligaciones inmediatos para los habitantes del territorio federal”.

La Constitución Italiana
 utiliza una fórmula sencilla que se encasilla dentro del presente sistema al establecer en su numeral 10 que el orden jurídico italiano se adecua a las normas de Derecho Internacional generalmente reconocidas.
 En el mismo sentido, la Constitución de Francia dispone en su artículo 55 que los tratados o acuerdos regularmente ratificados o aprobados tienen, desde su publicación, una autoridad superior a la de las leyes, bajo reserva, para cada acuerdo o tratado, de su aplicación por la otra parte. 
 En igual sentido, se puede citar a las constituciones de Grecia de 1975 (art. 28, pàrr. 1) Rusia, Etiopía y Georgia.  

En América Latina, el sistema de jerarquía supralegal de los instrumentos internacional ha sido recogido por las Constituciones de Colombia, Paraguay (art. 137), Ecuador (art. 163) y el Salvador (art. 144). Al respecto la Constitución de Colombia determina en su artículo 93 que “los tratados de derechos humanos ratificados por Colombia prevalecen por el orden interno, y que los derechos humanos constitucionalmente consagrados serán interpretados de conformidad con los tratados de derechos humanos de derechos humanos ratificados por Colombia”.
 

El caso de Costa Rica requiere de especial análisis pues su Constitución en su artículo 7 le otorga un rango supralegal a los tratados internacionales
, sin embargo la Sala Constitucional interpretando tal numeral en forma progresiva, determinó que: “los instrumentos internacionales de Derechos Humanos, tienen no solamente un valor similar a la Constitución Política, sino que en la medida en que otorguen mayores derechos o garantías, privan sobre la Constitución”
 

El sistema legal confiere a los tratados internacionales, el mismo valor que el de la ley interna. Entre los ejemplos de este sistema que coloca en igualdad jerárquica a los tratados y las leyes, se encuentra el de la Constitución de los Estados Unidos, la cual expresa en su artículo VI. 2 que todos los tratados, así como la Constitución y las leyes serán ley suprema del país.   

Finalmente, hay constituciones donde no se encuentra ninguna cláusula respecto de la jerarquía de los tratados internacionales sobre derechos humanos. Ejemplo de lo anterior, lo constituye Perú, Bolivia, Chile y Uruguay. En tales casos, es necesario recurrir a la interpretación de los principios de la Constitución, para determinar el rango que pueden asumir los instrumentos internacionales en derechos humanos. Al respecto,  la doctrina y la jurisprudencia en el Uruguay han llegado a concluir que en esos casos los tratados tienen rango de ley. 
    

En el estudio del impacto que han tenido los instrumentos internacionales de los derechos humanos en la Constituciones recientes, no se puede dejar de realizar un breve análisis del proceso de incorporación en el ordenamiento interno. En este sentido, se debe hacer la distinción entre el sistema de auto ejecutividad de la norma en el ordenamiento local (self executing)
 y el sistema de transformación en donde resulta necesario una aprobación interna por parte del órgano legislativo, para que sean transformados en ley o en una disposición de derecho interno. 
En la mayor parte de los Estados anglosajones, se ha aceptado el sistema de recepción o incorporación para las reglas consuetudinarias y de transformación para las normas convencionales.
 La Constitución de los Estados Unidos de América de 1787 en su artículo VI, otorga a los tratados internacionales, el carácter de supremacía sobre la ley, y en el caso de conflicto, los tribunales deben preferir la norma internacional. Al respecto, en el año de 1804 el Juez J. C. Marshall, de la Suprema Corte de Justicia en el caso "Murray versus the chaming Betzy" sentó la doctrina invariable a la fecha de que una ley del Congreso no puede nunca interpretarse en el sentido de violar el derecho internacional si queda otra interpretación posible. 

Por otra parte, en la mayoría de los Estados Latinoamericanos, se ha condicionado el valor de los instrumentos internacionales a limitaciones contenidas en sus textos constitucionales, los cuales en general establecen la forma de recepción del instrumento internacional. Por ejemplo, en México se afirma la supremacía de la Constitución sobre los Tratados Internacionales, lo cual implica que el Congreso solo puede aprobar aquellos tratados que sean compatibles con la Constitución. En Costa Rica, conforme al numeral 7 constitucional es necesario la aprobación del convenio internacional parte de la Asamblea Legislativa para que sea fuente de derecho interno.

En virtud de lo anterior, se evidencia una tendencia del derecho constitucional moderno en otorgar un tratamiento especial a los tratados de derechos humanos a través del reconocimiento expreso en las propias constituciones,  lo que supone en primer término, una mayor cobertura de los derechos protegidos y en segundo plano, la existencia de garantías constitucionales como el recurso de hábeas corpus para proteger

la libertad y la integridad personal y el recurso o juicio de amparo, para tutelar los restantes derechos constitucionalmente consagrados. 

El valor igual o superior concedido a los tratados internacionales, en las constituciones estudiadas, demuestra que la búsqueda de una protección cada vez más eficaz de la persona humana encuentra guarida en las raíces de pensamiento tanto internacionalista como constitucionalista.
 
3)  Deber de los Estados de ofrecer recursos internos eficaces.

Las normas internacionales de protección disponen una serie de obligaciones para los Estados que han de cumplir, debiendo incluso adaptar su ordenamiento interno, a fin de que se garantice de forma efectiva, la protección de los derechos en ellos contenidos. Dentro de tales deberes, se encuentra la obligación de los Estados, de ofrecer recursos internos en favor de toda persona que se encuentra bajo su jurisdicción, lo cual implica el deber de "(...) organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos." 

En este sentido, los Estados se encuentran obligados no solo a ofrecer formalmente los recursos, sino a reconocer una serie de garantías judiciales que conforman los elementos mínimos del debido proceso que deben estar presentes en todo tipo de procedimientos, sea de carácter administrativo o judicial.
 Además, la Corte Interamericana ha determinado que como condición de los recursos internos que  además de ser “efectivos” han de ser “adecuados”.

El deber de los Estados de asegurar a las presuntas víctimas recursos eficaces, se encuentra previsto en el artículo 2 inciso 3 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, artículo 14 de la Convención de Naciones Unidas contra Tortura, artículo 14 Convención sobre la Eliminación de todas las Discriminación Racial, Convención Americana sobre Derechos Humanos artículo 25 inciso 1 y en el artículo 13 de la Convención Europea de Derechos Humanos.

Finalmente, con la obligación de los Estados de proveer recursos internos eficaces, se le atribuye mayor responsabilidad a los tribunales internos convocándose a ejercer un papel más activo que en el pasado en la implementación de normas internacionales de protección.
 Así, en República Dominica se estableció el recurso amparo, el cual es un medio rápido y sencillo que tutela derechos fundamentales, vía jurisprudencial en aplicación directa del artículo 25.1 de la  Convención Americana DH, a pesar de carecer de una norma que lo estatuyera. 
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